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TEMA 5: REGLAS DEL SENCTENCIAR

INTRODUCCIÓN: Para dar comienzo a nuestra ponencia queremos hacer una breve introducción refiriéndonos específicamente a lo que entendemos respecto a la esencia fenomenológica de las sentencias tomando los conceptos del destacado procesalista Dr. Adolfo Alvarado Velloso (1) sostenemos que: “Sentenciar según la ley parece ser el mas elemental y primario deber del juez”.  A el se refiere aunque catalogándolo mal como obligación, el Código Civil en sus arts. 15 y 16.

Teniendo en cuenta la antología de la función jurisdiccional, es criterio unánime con marcadas excepciones, que el juez cumple una función específicamente jurisdiccional y por lo tanto cabe descartar de plano que estos magistrados procedan en base a criterios políticos.

Debemos destacar no obstante que para ello debió transitarse un extenso y complejo proceso hasta llegar a que la función judicial lograra el nivel de decisión que ha adquirido actualmente en los procesos políticos.

Sabemos que históricamente no fue fácil adquirir la independencia de los jueces respecto del gobierno y especialmente su función de control interórganos. Contrariamente a ello, no se consideraba a los jueces como funcionarios independientes, ni como terceros ajenos a la controversia a resolver, detentores del poder, ni como custodios de la Constitución. La idea respecto a la tarea que los mismos debían cumplir se limitaba a la interpretación de la Norma Fundamental, o sea explicar que quería significar, pero no controlar su cumplimiento, y menos aún imponer esa interpretación.

Sabido es que los juristas como tal tienen un modo de pensar propio de las ciencias jurídicas diferentes de los que utilizan los estudiosos de otras ciencias 

(1) Adolfo Alvarado Velloso: El Juez- Pág. 181, Edic. Depalma, Buenos Aires 1982.-

ello se advierte claramente en las expresiones que los juristas utilizan al dar a conocer sus ideas, ya sea en opiniones doctrinarias, leyes, decretos, normas y mas específicamente en las sentencias. Precisamente en estas últimas se advierte su peculiaridad e importancia, ya que el derecho puede existir sin la doctrina que lo apoye y aún sin un ordenamiento normativo expreso, pero lo que siempre en todos los tiempos han existido son las sentencias, y como consecuencia de ello nunca ha faltado la figura del juzgador a quien se le reconoce la competencia judicativa, diferenciándolo de las funciones legislativas y ejecutivas.

A estos antiguos juzgadores no les era permitido incumplir una ley, dada su condición de aplicadores de decisiones reales únicamente y nada mas.

Este es el orígen histórico de la imposibilidad de nuestros jueces de dictar sentencias contra la ley que hoy receptan nuestros ordenamientos procesales.

No obstante entendemos que la actividad jurisdiccional que el juez desarrolla de manera alguna puede limitarse a la aplicación de la ley mecánica e insensiblemente ya que el juicio no es un mero silogismo por cuanto la función judicial exige como conducta y como razón una actitud mas compleja que la simple aplicación de una regla de derecho o de una norma jurídica. Su accionar debe dirigirse en cada caso concreto a la interpretación de lo actuado y probado por las partes en el proceso, teniendo en cuenta el método utilizado al juzgar, de manera tal de lograr la actuación del derecho en el caso real venido a su conocimiento. El juicio jurisdiccional mas trascendente proviene precisamente de las sentencias. Refiriéndose a la aplicación del derecho como función que realizan los jueces sostiene el Dr. Alvarado Velloso (2), con la claridad  que  lo  caracteriza:  “... la  aplicación  del  derecho  en  sentido amplio 

(2) Adolfo Alvarado Velloso: El Juez- Pág. 181, Edic. Depalma, Buenos Aires 1982

atraviesa tres peldaños  sucesivos (aplicación en sentido estricto, interpretación 

e integración) por medio de los cuales la función creadora del juez se acentúa paulatina pero vigorosamente; mas bien en teoría se puede admitir esta delimitación, en la práctica los tres aspectos se fusionan en una labor intelectual única que poco tiene de mecánica y mucho de creativa” ..., o cierto es que si bien el juez no puede romper abiertamente con la ley o dedicarse a crear un sistema legislativo propio, puede darle la vida que en su simple texto no aparece y llevarla a producir un resultado justo que debe ser el fin de toda sentencia.

En la medida que los jueces adecuen su accionar a las formas descriptas, sus conductas y el resultado de ellas, es decir las sentencias que pronuncien; serán inobjetables en lo referente a objetividad, racionalidad y eficacia.

5.1 LIMITES DE LA REGLA DE CONGRUENCIA

Parafraseando al maestro Lino Enrique Palacio quien a su vez cita a Guasp corresponde entender por congruencia: “ la conformidad que debe existir entre la sentencia y la pretensión o pretensiones que constituyen el objeto del proceso, mas la oposición u oposiciones en cuanto delimitan ese objeto” (3)
Esta regla deviene del principio del Derecho Romano según el cual index indicare debet secundum allegata et probatia partium, determinando la relación que debe existir entre las pretensiones y oposiciones y las respuestas dadas por la sentencia en un proceso determinado.

La congruencia se manifiesta como una derivación o consecuencia del principio dispositivo (4) y constituye un requisito para la validez de la sentencia (5). El no cumplimiento de tal recaudo abre las vías impugnativas contra las resoluciones 

(3) Derecho procesal Civil, Tomo V, Pág. 429, Editorial Abeledo Perrot 1975.-

(4) Derecho Procesal, Tomo I, Pág. 264- Editorial Abeledo Perrot 1975.-

(5) Derecho Procesal Civil- Jaime Guasp (Madrid 1956) Pág. 554.-

que adolecen el vicio, de las que nos ocuparemos mas adelante.

Bueno es aclarar que el hecho que una sentencia sea congruente no significa que sea justa. Ello es así por cuanto un fallo puede estar equivocado en la valoración de la prueba o en la aplicación del derecho y por lo tanto es injusta, y sinembargo si la misma decide todas las cuestiones articuladas por actor y demandado; es congruente.

La exigencia concreta de la regla de congruencia es la existencia de correlación  entre lo decidido en la sentencia y los términos en que oportunamente quedó planteada la litis.

Respecto al fundamento de la congruencia existen muy diversas opiniones de la doctrina. Algunos autores la relacionan con la imparcialidad del juzgador (6); criterio que no compartimos por cuanto el juez puede haber actuado con total 

imparcialidad en todo el desarrollo del proceso y no obstante dicta una sentencia que adolece  del vicio de incongruencia.

También hay quienes entienden que la exigencia de la congruencia responde a la necesidad de impedir el exceso de poder por parte de los tribunales.

Pensamos que la falta de congruencia se produce muchas veces porque el tribunal no decide algunas cuestiones oportunamente planteadas por las partes, y en estas circunstancias queda claro que no existiría un exceso de poder sino otro tipo de defecto por omisión.

Mas acertado nos parece el criterio de Guasp que encuentra el fundamento de la congruencia en los conceptos mismos de proceso y sentencia. Dice este autor toda pretensión engendra un proceso; todo proceso presupone una pretensión y la sentencia, como acto que pone fin a la litis, debe resolver la pretensión  que  dio  lugar  al  proceso. Esta opinión es muy semejante a la que 

(6) Derecho Procesal Civil- Jaime Guasp.-

fundamenta la congruencia en el principio dispositivo.

El requisito al que nos estamos refiriendo, esta normado en el art. 163 inciso 6º apartado primero del C.P.N. cuando expresa que la sentencia debe ser una decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio calificadas según correspondiere por ley, declarando el derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvensión, en su caso, en todo o en parte.

Además el artículo 34 inciso 4º del citado cuerpo legal se refiere a él cuando prescribe: que es deber del juez respetar el principio de congruencia.

Ambas disposiciones responden al hecho que en el proceso civil el planteo y delimitación de la litis es cuestión exclusivamente reservada a las partes de acuerdo al postulado del principio dispositivo, rector en la materia.

De lo expresado se refiere que la congruencia requiere que la sentencia deba adecuarse rigurosamente al triple orden de los sujetos,  el objeto y la causa que individualizan a la pretensión y a la oposición.

a) Congruencia con las personas o partes del proceso:

En este aspecto la sentencia sólo puede contener pronunciamiento respecto a quienes hayan sido partes en el proceso, aún en el caso de que alguna de ellas por incomparencia o abandono haya sido declarada rebelde. Es preciso individualizar a las personas en forma clara sin remisiones o ambigüedades.

b) Congruencia con el objeto procesal:

La congruencia en este aspecto debe considerarse desde dos puntos de vista. El primero refiere a las peticiones o pretensiones que fueron planteadas como objeto y causa petendi y su relación con la sentencia, totalmente considerada. El segundo tiene que ver con la parte dispositiva exclusivamente, para examinar si lo resuelto ha atendido a todas y cada una de esas cuestiones.

La falta de del respeto a este principio en la sentencia, en relación con la forma en que ha quedado trabada la litis puede conducirnos a (sentencias extra petita), cuando se ha resuelto algo fuera de la cuestión litigiosa, o a (sentencias citra petita), en el caso que no se resolvió lo que se requirió, decidiendo en cambio cuestiones que no interesan, y por último nos encontrarnos con (sentencias ultra petita), cuando se ha emitido pronunciamiento, otorgando mas de lo pretendido en la etapa procesal oportuna.

Cabe aclarar que en todas las situaciones aludidas el error en la aplicación consecuencial puede ser cuantitativo o cualitativo, como lo hace notar claramente el Profesor Osvaldo Alfredo Gozaini (7)
Este mismo autor se remite luego a Francisco Ramos Méndez, quien refiere a 

tres clases de congruencia: a) en cuanto a las cosas – cuantitativa - cuando el fallo otorga con exceso un monto superior al solicitado; y a contrario ......., cuando otorga menos de lo pedido, b) en cuanto a las cosas, la incongruencia se da por acceder a lo que no fue pretendido, o se deniega lo que nadie pide; c) en cuanto al modo, se refiere cuando la sentencia varía la causa de pedir alegada, estima excepciones distintas a las formuladas por ambas partes o los hechos alegados en el proceso (8).
c) Congruencia respecto a la causa:
Por último en lo referente a la causa también puede existir falta de congruencia, si el fallo no se adecua a la concreta situación de hecho invocada por ambas partes con la finalidad de delimitar los términos de la pretensión u oposición.

Entendemos   que   la   invocación  que  hacen  las   partes   dándole   a   sus afirmaciones  determinando  sentido  jurídico, que  a  su  criterio estiman justo y

(7) Derecho Procesal Civil, Tomo I, Volumen II, Pág. 692- Editorial Ediar edición 1992.-

(8) Derecho Procesal Civil, Tomo I, Pág. 661.-

adecuado, no puede modificarse posteriormente, ya que actuar de esta manera implicaría afectar la garantía de defensa en juicio.

Ello es así por cuanto son las partes las que tienen la disponibilidad del derecho material y por lo tanto la formación del material de conocimiento constituye una carga de las mismas y el juez no puede apartarse de ello, pues si lo hace es muy posible que cambie el sustracto de la pretensión. Es decir adolecería de incongruencia, por ejemplo: el fallo que ordena entregar al actor una cosa a título de dueño, no obstante que el mismo invocó su condición de locador.

5.2 “IURA CURI NOVIT”

Al tratar en el apartado anterior la congruencia que debe guardar la sentencia respecto al “ tema decidendum ” que las partes han delimitado en el proceso, 

hemos hecho notar especialmente las limitaciones impuestas al juez en lo referente a los hechos articulados en la demanda y contestación. Sin embargo estas limitaciones no rigen tratándose del derecho en razón de que aunque los litigantes no lo invoquen o lo hagan en forma errónea es al juez que conoce en la causa a quien le corresponde calificar la relación de derecho sustancial que se controvierte en la litis y como consecuencia de ello determinar cual es la norma jurídica de aplicación en la especie de acuerdo al principio “ iura novit curia “ que se funda en la presunción que el juez conoce el derecho ... al decir de Hugo Alsina (9) su acepción es amplia porque la función del juez es determinar la norma objetiva que rige el derecho subjetivo, pero en general se admite hoy que ella se refiera a la norma objetiva, entendiéndose por tal no solamente la establecida en la ley sino también en el derecho consuetudinario, los usos, costumbres, etc”.

(9) Derecho Procesal, Tomo II, Pág. 246- Editorial Ediar, 2da. Edición.- 

La   aludida   presunción   explica   el   hecho  que  en  general  los  códigos  de 

procedimientos señalen que es suficiente que se haga una referencia al derecho que se invoca en la demanda y la contestación. Más aún la omisión de esa referencia no releva al juez su obligación de aplicar el derecho resultante de los hechos, supliendo las omisiones de las partes, desde que es él y no los litigantes quienes deciden la contienda (10).

Queda claro entonces que cualquiera que fuera la norma jurídica invocada por las partes en los escritos constitutivos del proceso, es función indelegable del juzgador el encuadramiento legal de los hechos.

Refiriéndose  al  tema  el  Dr.  Alvarado  Velloso  (11) hace  mención al artículo 163, inciso 6 en  cuanto el  mismo  recepta  el  antiguo  aforismo “ iura novit curia “aclarando que ello: “ no constituye como tal una excepción al principio de que el juez no puede conocer de oficio, sino un carácter específico de la función jurisdiccional”.

Este principio, continúa señalando este autor admite tres matices: a) aplicar el derecho no alegado por las partes, si es el que corresponde a la relación litigiosa; b) aplicar el derecho correcto, cuando fue erróneamente invocado por las partes y c) contrariar la calificación jurídica de los hechos efectuada por los propios interesados, no rige cuando de la relación fáctica presentada en la demanda no surge  con claridad el tipo de pretensión sustentada.

Compartimos este criterio porque entendemos que la prohibición de proceder de oficio no afecta por el hecho que el juez interprete y aplique el derecho, sin tener en cuenta las expresas calificaciones que puedan haber efectuado las partes.  Es  decir  el  juez debe  aplicar el  derecho no  alegado por las partes, o 

(10) Corte Suprema Jurisprudencia Argentina 1948 II, Pág. 604- Suprema Corte Buenos Aires, fallos T 17- IX pág. 402, Jurisprudencia Argentina, T 39, pág. 559.-

(11) El Juez- Editorial Depalma 1982, pág. 181.-

erróneamente alegado o cambiar el encuadramiento jurídico haciendo uso de su poder para calificar la relación jurídica, por supuesto con la limitación de que la verdadera calificación surja de los hechos que articularon los justiciables.

La Corte Suprema Nacional en forma reiterada ha sostenido ante la invocación errónea del derecho: “ El juez suple y corrige el derecho erróneamente invocado por las partes en sus escritos de demanda y de contestación”. También el Alto Tribunal ha resuelto el cambio de vista jurídico: “El juez debe declarar, el derecho aplicable al caso, es decir calificar jurídicamente los hechos, independiente de las calificaciones que les hayan atribuido errónea o deficientemente las partes”.

5.3 ARBITRARIEDAD DE LA SENTENCIA

En numerosas oportunidades la Corte ha dado conceptos que genéricamente definen que es la arbitrariedad, expresando al respecto que el vicio es atribuible a la sentencia que aparecen “ determinadas por la sola voluntad del juez (12), adolecen de manifiesta irrazonabilidad” (13), o de “ desacierto total” (14).

Sin lugar a dudas el tipo de anormalidades señaladas es violatario de la garantía de la defensa en juicio, lo que ha señalado claramente el mas Alto Tribunal cuando ha dicho: “que la exigencia de que las sentencias judiciales tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional (15) agregando además que es condición de los fallos judiciales que ellos configuren conclusión razonada del derecho vigente, con particular referencia, comprobadas en la causa (16).

Sabido es que la admisibilidad del recurso extraordinario federal  requiere la concurrencia de  algunas de las cuestiones federales que reglan los tres incisos 

(12) Fallos de la CSN t 238 pág. 73.-

(13) Fallos de la CSN t 238 pág. 566.-

(14) Fallos de la CSN t 242 pág. 179.-

(15) Fallos de la CSN t 236 pág. 27 T 240 pág. 160 T 247 pág. 263.-

(16) Fallos de la CSN t 238 pág. 550 T 244 pág. 521 y 523 T 249 pág. 275 T 250 pág. 152.-

del artículo 14 de la ley 48, y por lo tanto la interpretación que los tribunales inferiores efectúan de las leyes comunes y locales, así como la apreciación de las cuestiones fácticas que contienen la sentencia son materia que no corresponden al citado recurso.

No obstante cabe señalar que la Corte con carácter claramente pretoriano ha creado por vía jurisprudencial un “ 4to. Inciso “ del artículo 14, apoyándose para ello en el intento de distinción entre arbitrariedad, por un lado y mero error en la interpretación de las leyes o en la apreciación de la prueba por el otro. En esta cuestión el Alto Tribunal ha dicho que el recurso extraordinario es procedente cuando la  sentencia  recurrida es arbitraria y no cuando el fallo es simplemente 

desacertado o erróneo. El primer pronunciamiento dictado por la Corte data de 1909 fue en el caso Rey vs. Rocha. Dijo entonces que: “ el requisito constitucional de que nadie puede ser privado de su propiedad sino en virtud de sentencia fundada en ley da lugar a recurso ante el Tribunal en los casos extraordinarios de sentencias arbitrarias, desprovistas de todo apoyo legal y fundadas tan sólo en la voluntad de los jueces, y no cuando haya simplemente interpretación errónea de las leyes a juicio de los litigantes”.

En gran numero de fallos la Corte ha reiterado este concepto, señalando entre otros casos que: “ si el fallo apelado, dictado por los jueces de la causa, es fundado y serio, aún cuando pueda discutirse con base legal la doctrina que consagra o sus consecuencias prácticas, no resulta aplicable la jurisprudencia excepcional establecida en materia de arbitrariedad” (237:69), que “... no cubre los supuestos de error... en la interpretación del derecho (237:74) toda vez que “... la impugnación por arbitrariedad no consiste exclusivamente en la mera disconformidad con la interpretación de tribunales de justicia de las leyes que aplican, en tanto no exceden las facultades que son propias de su función... y cuyo acierto o error no incumbe al Tribunal revisar” (237:142).

En torno a la noción de sentencia arbitraria, cabe concluir que en general de acuerdo a los distintos pronunciamientos de la Corte, un fallo de esta naturaleza no satisface los requisitos del debido proceso adjetivo porque no es en verdad una sentencia en los términos de la Constitución.

Compartiendo lo expresado por Genaro R. Carrió (17) “ lo que realmente hace la Corte cuando utiliza como herramienta la noción de sentencia arbitraria y, valiéndose de ella, opera con el recurso extraordinario dentro del ámbito excepcional de éste, es descalificar pronunciamientos o decisiones que vienen rotulados como sentencias.

Los descalifica en tanto tales porque, a juicio de la Corte no llegan a ser sentencia en términos que satisfagan los reclamos de la Constitución Nacional”. 

5.4 MAYORIA EN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS

Durante el lapso que transcurre entre la iniciación del proceso y su conclusión o sea mientras que van cumpliendo las distintas etapas de desarrollo del mismo, el órgano judicial, en su carácter de director del proceso dicta numerosas decisiones de distinta naturaleza que hacen posible el encauzamiento de la actividad procesal, y consecuentemente van preparando y facilitando el pronunciamiento de la sentencia definitiva.

La sentencia es un acto procesal que procede del órgano jurisdiccional y por lo tanto constituye una resolución judicial, específicamente la mas importante de ellas.

Siguiendo a Jaime  Guasp (18), creemos que  es necesario  indagar  el concepto 

(17) El Recurso Extraordinario por Sentencia Arbitraria, pág. 315 – Editorial Abeledo Perrot 1978.-

(18) Derecho Procesal Civil, Tomo Primero, pág. 510- Tercera Edición corregida- Madrid 1968.-

de resolución judicial en general y destacar luego los especiales caracteres que diferencian a la sentencia del resto de las resoluciones. Es decir las notas distintivas que la convierten en una especie dentro del genus commune de la resolución judicial. Este autor refiriéndose al citado concepto expresa: “es la noción que designa unitariamente a las declaraciones de voluntad que emite el juez en un proceso”. Clasifica luego los actos procesales atendiendo a la función que cumplen, en actos de iniciación, actos de desarrollo y actos de terminación, e incluye a la sentencia en la última categoría y dice: “La sentencia es, pues, aquel acto del órgano jurisdiccional en que este emite su juicio sobre la conformidad de la pretensión de la parte con el derecho objetivo y en consecuencia, actúa o se niega a actuar dicha pretensión, satisfaciéndola en todo caso”.

Concentrándonos al tema específico cuyo desarrollo encuadra en esta ponencia trataremos lo relativo al procedimiento de la sentencia, o sea al proceso de formación de la misma.

Cabe aquí referirnos a los diversos actos que integran las etapas de producción y recepción de la propia sentencia.

Ello es así por cuanto es sabido que la misma es el resultado que se conforma por la realización de distintas actividades, y cuyo examen es necesario para obtener el exacto conocimiento de la primera.

Ante todo es necesario hacer notar que los diversos actos que integran el proceso de formación de una sentencia son diferentes según que sea obra de un órgano unipersonal o colegiado. 

Como las “REGLAS DEL SENTENCIAR” que estamos examinando se refieren en este apartado 5.4 solo a la Mayoría en los tribunales colegiados; específicamente desarrollaremos este tema.

El dictado de una sentencia por un órgano colegiado en lo que respecta a su formación es diferente, y su procedimiento es mas complejo que la que emana de un órgano unipersonal.

Lo primero que deben hacer los miembros del tribunal colegiado es la deliberación sobre la cuestión a decidir. En esta etapa los magistrados exponen sus distintas consideraciones desde diversos puntos de vista respecto al tema en estudio e intercambian sus opiniones personales sobre los diferentes aspectos de la causa. El acto cumplido a continuación por los miembros del tribunal es el de votación; que consiste en que cada uno de ellos exprese su criterio fundamentado sobre las cuestiones a resolver y emita pronunciamiento concreto sobre las mismas, en razón de haber adquirido el convencimiento de que su opinión es la que debe prevalecer como decisión.

El resultado del procedimiento de deliberación y votación  puede ser distinto; según que: a) todos los integrantes del tribunal arriben a una misma decisión con la respectiva motivación y fundamentación. En este caso estaríamos en presencia de un fallo emitido por unanimidad de los votos de los magistrados del órgano colegiado; caso contrario: b) puede ocurrir que los integrantes del tribunal no se pongan de acuerdo y por lo tanto sus votos serán emitidos en sentidos diferentes.

En esta última variante habrá de estarse siempre a la opinión mayoritaria en cuanto al número de votantes. La votación se hará en el orden en que los jueces hubiesen sido sorteados. Cada miembro fundará su voto o adherirá al otro. La sentencia se dictará por mayoría. (Conf. Art. 271 CPN)

La sentencia que no lograra la mayoría exigida por la ley de rito, no adquiere el carácter de tal y por lo tanto no produce los efectos previstos para el caso que el fallo reuniera ese recaudo. Además puede ser impugnada por vía de nulidad por no reunir los requisitos de la ley de rito. Mas aún hay autores que sostienen que se trata de un acto inexistente.

5.5 MOTIVACION Y FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA

Existen determinados recaudos de rango constitucional cuyo cumplimiento es imprescindible para dictar una sentencia válida.

Específicamente en este apartado se consideran los motivos y fundamentos que debe tener todo pronunciamiento jurisdiccional para decidir de acuerdo a derecho una causa concreta. Al decir de Eduardo Couture (19). “El estudio de este tema constituye, conjuntamente con la acción y la excepción, la base sobre la que se asienta la ciencia del proceso. En cierto modo las conclusiones a las que llegue en esta materia no sólo significan debatir el tema de la sentencia en sí misma, sino también el tema de la jurisdicción. El contenido y la función de la sentencia son el contenido y la función de la jurisdicción”.

“La motivación de la sentencia judicial consiste en la exposición, coherente y razonada de las causa que inducen al juez a calificar jurídicamente una situación fáctica o legal que considera acreditada en el proceso” Conf. Clemente A. Díaz (20).

El deber de motivar esta reglado en el artículo 34 inciso 4 del C.P.N. en los siguientes términos: “fundar toda sentencia definitiva o interlocutoria, bajo pena de nulidad...”. También se refieren a los fundamentos de las sentencias interlocutorias y definitivas los artículos 161 y 163 del citado cuerpo legal, respectivamente.

La “motivación de la sentencia ... (consiste) en la construcción de un razonamiento suficiente para que de los hechos que el juez percibe, un hombre sensato  pueda  sacar la  última conclusión  contenida en la parte dispositiva ...” 

(19) Fundamentos del Derecho Procesal Civil, pág. 277- Tercera Edición (póstuma) Depalma, Buenos Aires 1974.-

(20) Instituciones de Derecho Procesal II- A, pág. 222- Abeledo Perrot- Buenos Aires 1972.-

Conf. Carnelutti (21).

Este deber de motivación de las sentencias judiciales deviene del sistema republicano de gobierno, en el que la soberanía reside en el pueblo y los jueces detentan la jurisdicción en representación del mismo, ante quien son responsables de sus actos. El sistema tiene a su favor el hecho de que las partes pueden conocer en forma exhaustiva los motivos determinantes de la decisión del juzgador, lo que a su vez les brinda la posibilidad de fundar correctamente la impugnación del fallo precisamente destacando la importancia de este deber de los jueces, Hernando Devis Echandía (22) destaca qué “es una manera de evitar sentencias arbitrarias y permitir a las partes usar adecuadamente el derecho de impugnación contra las sentencias”.

Señala Sagües (23): “que mas de una vez se ha distinguido entre fundar una sentencia (esto es referirla a normas de derecho positivo, que servirán de apoyatura al fallo) y motivarla (apreciar críticamente el material fáctico del pleito: cuestiones de hecho y de prueba). La diferenciación que se comenta, aceptada entre otros por Rafael Bielsa y Miguel A. Passi Lanza, no es terminante ni rígida, y con esa advertencia, resulta sumamente atractiva, sobre todo como criterio de análisis y exposición del discutido tema de los recaudos que debe cubrir un pronunciamiento judicial para ser constitucionalmente válido”.

La sentencia judicial que pronuncian los jueces en uso de la jurisdicción que detentan constituye un acto del poder estatal, que configura para Goldschmidt, un reparto autoritario, que necesita legitimarse en algo mas que un mero hecho de fuerza, dado que el derecho no es solamente voluntad o poder sino también 

(21) Límites de la denunciadel error in iudicando en Corte de Casación en Est. De Derecho Procesal (traducción de Sentis Melendo) Buenos Aires 1952 Tomo 2 pág. 321.-

(22) Nociones generales de Derecho Procesal Civil pág. 66 editorial Aguilar- Madrid 1966.-

(23) El recaudo de la fundamentación como condición de la sentencia constitucional L.L. T 97, pág. 943.-

(y principalmente) justicia, y la manera de verificar la conformidad de ella con tales pautas axiológicas es precisamente mostrando los fallos el porqué se dictan” (24)
La Corte Suprema de Justicia de la nación ha declarado reiteradamente en sus pronunciamientos cuales son las normas constitucionales que avalan el deber de la fundamentación de las sentencias: a) Derecho de Propiedad (25), b) Defensa en juicio (26), c) Debido proceso (27), d) Justicia (28).

Para concluir sañalaremos que en todos los casos precedentemente citados el mas Alto Tribunal ha dicho que la ausencia de motivación en las sentencias es causa de arbitrariedad, advirtiendo además que el remedio a ello es la obligatoriedad de la fundamentación, como exigencia de rango constitucional.

(24) Justicia y Democracia L.L. 87- 384..-

(25) Fallos 112-386.-

(26) Fallos 297- 368.-

(27) Fallos 301- 1060.-

(28) Fallos 289- 112/3.-
CONCLUSIONES

Es condición de una sentencia constitucional que las resoluciones judiciales se ajusten en todos los casos a las reglas técnicas del sentenciar.

a) La sentencia judicial debe respetar el postulado de congruencia. Para ello la resolución emitida por el tribunal acerca de un litigio debe resolver estrictamente lo pretendido y resistido por las partes.

b) Es tarea propia de la función de juzgar la categorización y calificación de los hechos articulados por las partes como sustento de la pretensión litigiosa, como así también el encuadramiento legal de los hechos por aplicación del aforismo “Iura curia novit”.

c) La tacha de arbitrariedad que con bastante frecuencia se da en las sentencias judiciales, en general responde al hecho que el juzgador no se ajusta a las reglas técnicas del  sentenciar.

d) La falta de mayoría en los magistrados que integran un tribunal colegiado, trae cono consecuencia la nulidad de la sentencia pronunciada en esas condiciones.

e) El art. 34 inc. 4 del C.P.N. regla como deber de los jueces fundar toda sentencia definitiva o interlocutoria, bajo pena de nulidad. En cumplimiento de dicha norma es imprescindible que las sentencias sean claras, precisas y congruentes con las pretensiones de las partes.

Corrientes, Septiembre de 2001.-
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